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Una aproximación al análisis del coste efectivo de los servicios de competencia 

municipal. 

 

Resumen: 

 
En la búsqueda de una mayor transparencia y motivado por la reforma del artículo 135 de la 

Constitución Española, la Ley 27/2013, de racionalización y sostenibilidad de la Administración 

Local, obliga a todas las entidades locales a calcular y transmitir a la sociedad la información del 

coste efectivo de los servicios públicos. Este trabajo se centra en el análisis de la información tanto 

de los costes efectivos de los servicios como de la relación de estos costes con la liquidación de los 

presupuestos de las entidades locales con un rango de habitantes entre 5.000 y 50.000, en el 

periodo 2014-2017. 
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1. Planteamiento 

En España, los procesos de modernización de la Nueva Gestión Pública comenzaron hacia 

1985, aunque en ese momento se planteó como una reforma trivial, que consistió en la adopción 

de un conjunto de acciones aisladas en vez de un paquete de reformas dirigidas a la implantación 

de un nuevo modelo de gestión. Desde mediados de los noventa, la crítica más extendida estuvo 

relacionada con la mercantilización de las necesidades sociales (Aibar Guzmán, 2004; García 

Sánchez, 2007; López, 2003) y, en esta línea, la gestión de la administración pública se caracterizó, 

con carácter general, por tratar de justificar en qué utilizaba sus recursos, sin tener en cuenta para 

qué se utilizaban estos recursos (Albi Ibáñez, González-Páramo Martínez-Murillo y Casasnovas, 

2000; Brusca Alijarde y Montesinos Julve, 2006; Paredes y Jiménez, 2015).  

El debate abierto en torno a incorporación en la administración pública de instrumentos de 

gestión empresarial que responden a las exigencias del mercado (es decir, al trinomio economía, 

eficiencia y eficacia) puso a las entidades locales, o a sus distintas conceptualizaciones, en el ojo 

del huracán. Aunque cada vez eran más notorias las carencias de la gestión pública, en un contexto 

de prosperidad económica, el modelo aguantó hasta que, en 2008, irrumpió la crisis y con ella se 

activaron una batería de reformas restrictivas orientadas hacia políticas de austeridad de gran 

calado, como fueron la reforma del artículo 135 de la Constitución Española (2011); la Ley Orgánica 

de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera (2012); el Tratado de Estabilidad, 

Coordinación y Gobernanza en la Unión Económica y Monetaria (2013); la Ley de Racionalización 

y Sostenibilidad de la Administración Local (2013); la Ley de transparencia, acceso a la información 

pública y buen gobierno (2013) y la Ley de desindexación de la economía española (2015). 

Centrándonos en los aspectos relacionados con la contabilidad de las administraciones 

públicas locales, la Orden HAP/1781/2013 por la que se aprueba la Instrucción del modelo normal 

de contabilidad local, contiene en su tercera parte, sobre normas de elaboración de las cuentas 

anuales que la información contenida en las notas “26 Información sobre el coste de las actividades” 

y “27 Indicadores de gestión” se elaborará, al menos, para los servicios y actividades que se 

financien con tasas o precios públicos y, únicamente, estarán obligados a cumplimentarla los 
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municipios de más de 50.000 habitantes y las demás entidades locales de ámbito superior. Por su 

parte, la instrucción del modelo simplificado, recogida en la Orden HAP/1782/2013, ha omitido la 

información sobre el coste de las actividades y los indicadores de gestión por considerarse poco 

relevantes en las entidades de menos de 5.000 habitantes que aplican el modelo simplificado. De 

hecho, el artículo 10 de la Orden EHA 3565/2008 de 3 de diciembre, por la que se aprueban la 

estructura de presupuestos de las entidades locales, establece que las entidades locales de menos 

de 5.000 habitantes podrán presentar y ejecutar sus presupuestos a nivel de área de gasto (1 dígito) 

de la clasificación por programas y de artículo (2 dígitos) de la clasificación económica, lo que 

explica la falta de información económica de gastos de estos municipios. Ahora bien, no hubo que 

esperar mucho para que la Ley 27/2013, de racionalización y sostenibilidad de la Administración 

Local, estableciera la obligación de determinar y publicar el coste efectivo de los servicios prestados 

por todas las entidades locales, independientemente de su número de habitantes.  

En definitiva, la situación de incertidumbre que se genera para las autoridades locales de los 

municipios de menos de 50.000 habitantes respecto de la obligatoriedad de determinar y publicar 

el coste efectivo de sus servicios ha suscitado nuestro interés y es en ese espacio donde 

colocaremos nuestro foco. Y es que, no podemos obviar que los ayuntamientos son una de las 

organizaciones económicas más importantes en los municipios. Precisamente es en estas 

entidades locales donde queremos incidir, en los ayuntamientos de menos de 50.000 y más de 

5.000 habitantes, procediendo al estudio de la información del coste efectivo de los servicios que 

prestan, finalizando con la presentación de unos resultados y conclusiones. Para ello, contaremos 

con los numerosos estudios de carácter general y específico sobre de la administración pública 

(Brusca Alijarde, 2010; Díaz, Carrillo y Muñoz, 2016; Dolores Guillamon, Benito y Bastida, 2011; 

Navarro-Galera, Rodríguez-Bolívar, Alcaide-Muñoz y López-Subires, 2016; Zafra-Gomez, Lopez-

Hernandez, Plata-Diaz y Garrido-Rodriguez, 2016) y los principios de la contabilidad de gestión de 

las Entidades Públicas [recogidos en los Documentos que emite la AECA: 15 La Contabilidad de 

Gestión en las Entidades Públicas (AECA, 2001); 16 Indicadores de Gestión para las Entidades 

Públicas (AECA, 2000) y 26 Un Sistema de Indicadores de Gestión para los Ayuntamientos (AECA, 
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2002)]. Así como las investigaciones en materia implantación de los sistemas de gestión en 

entidades locales de menor población que no son tan numerosos (Montesinos y Brusca, 2009; 

Montesinos, Brusca, Rossi y Aversano, 2013; Zafra-Gómez, Pedauga, Plata-Díaz y López-

Hernández, 2014). 

2. Objeto de estudio. 

La radiografía del sector público local español a 1 de enero de 2016 nos muestra, en 

comparación con los Estados miembros de la UE, unas cifras altas que se reflejan en: 13.005 

entidades locales (entre ellas, 8.123 municipios y 2 ciudades autónomas) y 3.076 organismos 

autónomos, consorcios, entidades públicas y sociedades. Asimismo, 6.825 son municipios de 

menos de 5.000 habitantes, que suponen el 84,00% del total de los municipios del Estado, con un 

censo de 5.794.057 habitantes, un 12,45% del total de la población, siendo de 849 habitantes la 

media de los municipios de este estrato. De este modo, una gran parte de los ayuntamientos de 

estos municipios con una reducida población, 5.002 municipios tienen menos de 1.000 habitantes, 

no cuentan con las infraestructuras y con los recursos suficientes y necesarios para hacer frente a 

las competencias que les han sido encomendadas por la Ley 7/1985, reguladora de las Bases de 

Régimen Local (en adelante, LBRL). Así, en busca de una mayor eficiencia, sinergias y economías 

de escala, se crean las entidades supramunicipales como son las mancomunidades (959) y 

agrupaciones de municipios (78) y se ceden de forma parcial o completa algunos servicios, 

manteniendo intactas las competencias atribuidas a ellas. En lo referido a la muestra que es objeto 

de estudio en este trabajo, es decir, los municipios de más de 5.000 y menos de 50.000 habitantes, 

los 1.157 municipios suman el 14,24% y censan 16.452.138 habitantes que suman el 35,34% de la 

población. 

Tabla 1: Tipos de entes y distribución de municipios por estratos de población (01/01/2016) 
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Fuente: (Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, Septiembre 2018). 

Los datos más actualizados de la Tabla 2 (INE, 2019) reflejan que el número de municipios 

se ha incrementado en 6. Muestran la distribución de los municipios por número de habitantes en 

cada una de las Comunidades Autónomas y destaca, por ejemplo, el alto índice de municipios de 

menos de 1.000 habitantes en la Comunidad Autónoma de Castilla y León.  

Tabla 2: Número de municipios por tamaño de municipio y comunidades autónomas  
(Datos provisionales. Avance de la Estadística del Padrón Continuo a 1 de enero de 2019) 

  
Fuente:  https://www.ine.es/prensa/pad_2019_p.pdf . 

En cuanto a las formas de gestión de los servicios públicos, el artículo 85 de la LBRL 

determina que son servicios públicos locales los que prestan las entidades locales en el ámbito de 

sus competencias (recogidas en el artículo 25 de la LBRL) y que podrán gestionarse en forma de 
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Gestión directa (cuando se gestiona por la propia entidad local), por un Organismo autónomo local, 

por una Entidad pública empresarial local o por una Sociedad mercantil local, cuyo capital social 

sea de titularidad pública o en forma de Gestión indirecta, cuando se realizan contratos de gestión 

de servicios públicos recogidos en la Ley de Contratos del Sector Público. 

A medida que se utiliza la información presupuestaria para la gestión pública, se ve la 

necesidad de adecuar esta clasificación para asociar el gasto a su finalidad en vez de a su 

contenido, que es el objetivo de la clasificación económica. La carta de servicios que ofrecen los 

municipios, recogidos en el artículo 26 de la LBRL, se va haciendo más extensa a medida que 

aumenta el nivel de la población del municipio y el presupuesto con el que cuenta el ayuntamiento. 

La Orden EHA/3565/2008, modificada por la Orden HAP/419/2014, por la que se aprueba la 

estructura de los presupuestos de las entidades locales, sustituye la clasificación funcional por la 

clasificación por programas y establece que las entidades locales aplicarán las clasificaciones por 

programas y económica, teniendo en cuenta las finalidades u objetivos que con estos últimos se 

propongan conseguir.  

Debido a la heterogeneidad de las estructuras organizativas existentes en las 

administraciones locales, los sistemas de información utilizados habitualmente para la obtención de 

datos económicos, como son los presupuestos y más recientemente la contabilidad financiera, no 

son suficientes para las personas gestoras y responsables institucionales. En este sentido, la 

introducción de las nuevas tecnologías para el procesamiento de la información (Rufin, Medina y 

Sanchez Figueroa, 2012) y el desarrollo de algunas metodologías de costes, ya utilizados en el 

ámbito privado, ha despertado el interés de quienes son responsables de la administración pública 

de cara a su incorporación en el ámbito público. A este interés se debe añadir que la normativa 

aplicable a la materia establece la obligación de determinar el coste efectivo de los servicios que 

prestan las Entidades Locales y que toda propuesta de establecimiento o modificación de una tasa 

o un precio público debe ir acompañada de una memoria económico-financiera que justifique el 

importe de los mismos y el grado de cobertura financiera de los costes correspondientes. Ello, junto 

con la aprobación del texto de la Ley 2/2015 de desindexación de la economía española que 
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desvincula los precios del IPC para vincularlos al coste de los servicios públicos prestados, ha 

dejado de manifiesto la necesidad y obligatoriedad de calcular y transmitir la información del coste 

del servicio público a la sociedad. 

La Orden HAP/2075/2014 por la que se establecen los criterios de cálculo del coste efectivo 

de los servicios prestados por las entidades locales, en su primer apartado, establece que todas las 

Entidades Locales calcularán el coste efectivo de los servicios que prestan, partiendo de los datos 

contenidos en la liquidación del presupuesto general y, en su caso, de las cuentas anuales 

aprobadas de las entidades vinculadas o dependientes, correspondiente al ejercicio inmediato 

anterior. Además, señala que para su cálculo tendrá en cuenta los costes reales directos e indirectos 

de los servicios. Recoge los aspectos esenciales del cálculo de costes, pero abre un abanico de 

interpretaciones tan amplio que puede provocar cálculos muy diferentes según sean las variantes 

que elijan quienes realicen estos cálculos. Conocedores de la existencia de modelos de costes, 

modelos normativos y modelos académicos más y mejor elaborados (como puede ser la Resolución 

de 28 de julio de 2011, de la IGAE) y de la realidad de las cuentas de las entidades locales, esta 

Orden se debe enmarcar como una norma que nace con el ánimo de que todas las entidades locales 

emprendan el camino en el cálculo de los costes de los servicios prestados por ellas. Sobre todo, 

en las entidades locales de menos de 50.000 habitantes, donde puede tener valor: conocer el coste 

de los servicios prestados, aunque sea de forma simplificada y con alto nivel agregado y realizar 

comparaciones de interés tanto en el ámbito espacial como temporal que nos conduzcan a 

conclusiones o sirvan de referencia sobre su comportamiento en la gestión eficiente (Carrasco-Díaz, 

Sanchez-Toledano, Ortega-Jimenez y Buendía Carrillo, 2015). 

De hecho, aunque presenta una metodología común para todos los servicios proporcionados 

por la Administración Local, el preámbulo de la Orden HAP/2075/2014 indica que no va más allá de 

un ejercicio de transparencia y que esta metodología no pretende fundamentar los costes de los 

servicios públicos a los efectos de su consideración en los informes técnicos-económicos que se 

deben emitir con carácter previo a los acuerdos de establecimiento de tasas, ni a la fijación de los 

precios públicos, ni al contenido de la memoria justificativa del coste y rendimiento de los servicios 
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públicos, ni a la información sobre costes de las actividades e indicadores de gestión a incluir en la 

Memoria de las Cuentas anuales prevista en los Planes Generales de Contabilidad Pública 

adaptados a la Administración Local. Resulta extraño, si no se considera como una orden 

esterilizada, que una metodología que trata de ser implantada obligatoriamente en todo el Estado 

no tenga como objetivo algunos de los descritos anteriormente. 

En cuanto al ámbito de aplicación, se deberán calcular los costes efectivos de todos los 

servicios que presten directamente o a través de entidades y organismos vinculados o 

dependientes, así, distingue hasta once formas de gestión. Por último, los medidores o las unidades 

físicas de referencia utilizadas en cada uno de los servicios sirven para relativizar y realizar una 

mejor lectura del importe del coste del servicio y de su calidad. Estos medidores o unidades de 

referencia son el reflejo numérico de las características geográficas, urbanísticas, sociales y 

económicas del municipio, muchas de las cuales se encuentran recogidas en la Encuesta de 

Infraestructura y Equipamientos Locales. 

En las últimas décadas el avance de las Tecnologías de la información y la comunicación 

(en adelante, TIC) ha propiciado un gran desarrollo en aspectos como la transparencia y la 

participación ciudadana. Las TIC han facilitado el acceso a una información más extensa, este 

acceso ha contribuido en una mayor participación ciudadana, opinando, debatiendo, preguntando y 

proponiendo ideas e iniciativas para que sean valoradas y, al mismo tiempo, se ha descubierto y 

percibido la necesidad de una mayor trasparencia que aporte una mayor confianza, siendo un eje 

fundamental del fortalecimiento de la democracia y del fomento de la responsabilidad compartida 

entre las instituciones públicas y la ciudadanía, además de ser exigida por diferentes normativas a 

nivel territorial, estatal2 y europeo3.  

Con la largamente esperada (más de cuatro años) Ley 19/2013 de transparencia, el Estado 

español se suma al amplio grupo de Estados miembros de la Unión Europea con una normativa 

específica y con un instrumento esencial de profundización y regeneración democrática. Ahora bien, 

                                                 
2 Ley 19/2013, de 9 de diciembre, sobre transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 
3 Convenio núm. 205 del Consejo de Europa sobre el Acceso a los Documentos públicos abierto a la firma de los 

Estados desde el 18 de junio de 2009. 
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no se ajusta a los estándares internacionales en la materia, pues no reconoce el derecho de acceso 

a la información como parte integrante de la libertad de información y, por ende, como derecho 

fundamental (Guichot Reina, 2014). Igualmente, se ha considerado que esta norma no va a 

satisfacer las necesidades de la sociedad, dadas las soluciones poco imaginativas que incorpora. 

El hecho de que se haya aprobado una Ley de transparencia no implica per se que vaya a romperse 

la inercia de las Administraciones sobre el acceso a la información pública (Velasco Rico, 2013).  

En cuanto a las características de la transparencia, será necesario que la información con 

respecto al servicio esté ordenada, sea relevante (Pina Martínez, Torres y Yetano, 2009) y esté 

disponible (Chan, 2003) y formará la base, junto a una correcta gestión, planificación, ejecución y 

control (Lee, 2008), de uno de los principales factores que influyen en la confianza del usuario y en 

su actitud proactiva. Pero, tal y como subraya un estudio llevado a cabo en una muestra 

representativa de los sitios web de ayuntamientos con más de 10.000 habitantes (N =394) utilizando 

un conjunto de indicadores específicos para el análisis de contenido, los resultados indican un nivel 

de transparencia muy bajo (Rebolledo, Zamora-Medina y Rodriguez-Virgili, 2017). Del mismo modo 

se expresa el Índice de Transparencia de los Ayuntamientos (ITA) 2017, elaborado por la 

organización Transparencia Internacional España, “aunque los 110 mayores Ayuntamientos 

evaluados en el ITA 2017 han hecho públicos de una forma generalizada la información e 

indicadores propuestos por Transparencia Internacional, quedan sin embargo un buen número de 

corporaciones locales que no dan la talla en cuanto a su nivel de transparencia (Transparency 

International España, 2019). Aun así, otro estudio llevado a cabo usando los niveles de 

transparencia publicados por el Índice SIELOCAL y por Transparencia Internacional España, ofrece 

evidencias de la escasa cultura por la transparencia hasta hace relativamente poco y una mejora 

general de la transparencia lograda, especialmente significativa en lo referente al acceso a la 

información. De todos modos, señalan que la accesibilidad de la información, esto es, la forma en 

que la información se presenta al ciudadano, así como la posibilidad de su explotación y uso 

posterior, aún presenta un significativo margen de mejora (Mora, Delgado y Rivero, 2018). 

Por su parte, el Tribunal de Cuentas, en su informe de aprobación de los pagos pendientes 
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de aplicación presupuestaria de los ayuntamientos en el ejercicio de 2016, ha recomendado a los 

ayuntamientos disponer de sistemas contables que mejoren la gestión y control. Señala que la 

cuenta 555, de Pagos pendientes de aplicación, permite que puedan ser registradas contablemente 

salidas de fondos de las que, en el momento del pago, no se conoce su origen (y no se pueden 

identificar con un gasto concreto), por lo que aconseja su empleo de forma excepcional y con 

carácter transitorio. En 2016, de los 5.806 ayuntamientos del territorio nacional (excluidos los de las 

Comunidades Autónoma del País Vasco y Foral de Navarra) que rindieron sus cuentas según el 

modelo normal o simplificado de contabilidad local (que prevén el uso de la citada cuenta), 3.794 

entidades (el 65,3%) utilizaron la cuenta 555, presentando ésta un saldo agregado al cierre del 

ejercicio, según los datos de la Plataforma de Rendición de Cuentas de las Entidades Locales, de 

760 millones de euros. Su utilización, afirma, puede afectar a la imagen "fiel" de la situación 

económico-financiera y los resultados del ejercicio, al repercutir en la liquidación de los 

presupuestos (Tribunal de Cuentas, 12/06/2019). 

3. Objetivo del estudio 

El objetivo que se persigue con el estudio empírico es considerar si el Coste Efectivo de los 

Servicios de las Entidades Locales (CESEL) publicado es una información consistente y relevante, 

tanto para cumplir con las exigencias establecidas en la Ley de Transparencia como para poder 

llevar a cabo distintas comparativas que aporten información para la toma de decisiones racional, 

por las personas responsables de las correspondientes administraciones públicas. El estudio se 

centra en la evolución y consistencia del coste efectivo y se considera los servicios de mayor 

relevancia, bien sea por la importancia económica, por la forma de gestión, por la generalización de 

la oferta y demanda del servicio u otras variables que se observen en el estudio. 

Se estudia la información obtenida del trabajo que llevan realizando las entidades locales 

durante los últimos cuatro años. De los resultados obtenidos se concluyen cuáles son los aspectos 

más positivos y relevantes sobre si puede ser apropiado para las entidades locales de menos de 

50.000 habitantes seguir el camino emprendido con el cálculo del coste efectivo para obtener una 
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estimación adecuada de los costes de los servicios y se procederá a realizar las propuestas de 

mejora correspondientes en aquellos apartados que muestren mayores debilidades. Esperamos 

que los resultados del estudio y las conclusiones aporten luz tanto para la academia como para las 

personas técnicas y responsables de las entidades locales. 

a. Los presupuestos y SIELOCAL 

En este apartado se quieren destacar dos aspectos fundamentales a la hora de calcular los 

costes de los servicios públicos, por una parte, el conjunto de los costes indirectos, en especial los 

de carácter general y, por otra parte, los costes correspondientes al cálculo de las amortizaciones 

de las operaciones de capital, de los inmovilizados bien sean de infraestructuras o de naturaleza 

inventariable. 

La información presupuestaria publicada por el Ministerio de Hacienda es una de las fuentes 

más utilizadas en el análisis económico-financiero de las entidades locales. Se considera que los 

grupos de programas y programas pueden cumplir adecuadamente la definición de la carta de 

servicios de las entidades locales, de hecho, el presupuesto debe tener en cuenta las finalidades y 

objetivos que se pretendan conseguir. Asimismo, hay posibilidades de desarrollar los servicios hasta 

el nivel de subprogramas. 

En la actualidad, nos podemos encontrar con distintos estudios realizados sobre los costes 

de los servicios. De este modo, por ejemplo, SIELOCAL4 presenta 5 informes sobre costes de los 

servicios públicos de prestación obligatoria para los municipios donde, tal y como exponen en las 

descripciones de estos informes, dada la falta de información económica sobre las tasas y costes 

del servicio, se incluyen datos proporcionados por la Encuesta de Infraestructura y Equipamientos 

Locales (EIEL). Una declaración significativa teniendo en cuenta que los informes contemplan 

ejercicios en los que el coste efectivo ya se encontraba disponible.  

Los cinco informes hacen referencia a servicios de (16) Bienestar comunitario y (17) Medio 

                                                 
4 Sistema de Información Económica Local. Disponible en: http://sielocal.com/Informes.aspx   
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ambiente: 165. Coste del servicio del alumbrado público (2019); 164. Coste de la prestación del 

servicio de cementerio (2019); 171. Coste de mantenimiento de zonas verdes (2017); 162. Coste 

del servicio de recogida y tratamiento de residuos (2016) y; 160-161. Coste del servicio de 

saneamiento y abastecimiento de agua (2016). Todos ellos se basan en la información 

presupuestaria publicada por el Ministerio de Hacienda y se calculan considerando las obligaciones 

reconocidas netas en el grupo de programa del presupuesto por áreas de gasto siempre y cuando 

la clasificación económica de gastos asociada pertenezca a los capítulos de gastos de corrientes 

(Capítulos I, II, III y IV), eliminan de la ecuación aquellos destinados a la inversión que están 

recogidos en el capítulo VI. Además, los servicios de bienestar comunitario (16) al no disponer de 

un grupo de programa específico de administración general, entendiéndose como tal las actividades 

dirigidas a la planificación, coordinación, control, organización, gestión administrativa y desarrollo 

de funciones de apoyo de los distintos centros directivos que integran la política de gasto, se estima 

que incluyen estos gastos de administración general, sin ninguna diferenciación, en el coste del 

servicio. Al contrario que en el caso de los servicios de medio ambiente en los que estos costes, al 

tener el grupo de programa específico de administración general (170), no han sido incluidos.  

Los gastos de las actuaciones de carácter general de la entidad, clasificados en el área de 

gasto 9, incluyen los gastos relativos a actividades que afecten, con carácter general, a la Entidad 

local, y que consisten en el ejercicio de funciones de gobierno o de apoyo administrativo y de soporte 

lógico y técnico a toda la organización. Recoge los gastos generales de la Entidad, que no puedan 

ser imputados ni aplicados directamente a otra área de las previstas en esta clasificación por 

programas. Sin embargo, es una práctica habitual incluir en esta área de gasto la mayoría de los 

gastos de administración general de los servicios y no utilizar criterios de reparto para realizar la 

imputación. Tal y como se puede observar en el gráfico de medias del ejercicio 2017, obtenidas de 

la muestra de 7.049 municipios, las actuaciones de carácter general suman un 19,88% del total del 

gasto público por habitante, una cifra relevante y a tener en consideración.  
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1. Gráfico: Media de gasto público por habitante por áreas de gasto a nivel nacional 

 
Fuente: SIELOCAL, Gasto público por habitante según las áreas de gasto, ejercicios 2017.  

Por su parte, el coste relativo a las amortizaciones de los inmovilizados supone una parte 

importante del presupuesto como son las operaciones de capital (capítulos VI y VII), sobre todo el 

capítulo VI Inversiones reales. Este Capítulo recoge los gastos destinados a la creación de 

infraestructuras y a la creación o adquisición de bienes de naturaleza inventariable necesarios para 

el funcionamiento de los servicios y aquellos otros gastos que tengan carácter amortizable. Tal y 

como se observa en el gráfico, Total gasto público según los capítulos del 2017 obtenida de la 

muestra de 7.054 municipios, el capítulo VI suma un 9,4% del total de gasto público y el capítulo VII 

un 1,4%.  
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2. Gráfico: Total gasto público según los capítulos de la clasificación económica de gasto a nivel nacional 

 
Fuente: SIELOCAL, Gasto público por habitante según capítulos de gasto, ejercicios 2017.  

Aunque pueda parecer una cifra poco relevante, hay que tener en cuenta que la crisis del 

2008 afectó en las cuentas de las entidades locales de un modo progresivo en los ejercicios 2010-

2013, llegando a mínimos en 2013. El capítulo de gasto más afectado por las consecuencias de la 

crisis fue y sigue siendo el capítulo VI. Como se puede apreciar en el gráfico de total gasto público 

según los capítulos de la clasificación económica del 2009, obtenida de la muestra de 7.468 

municipios, el capítulo VI suma un 26,3% del total de gasto público y el capítulo VII un 2,3%. Estos 

porcentajes reflejan la relevancia de las operaciones de capital sobre los costes de los servicios 

prestados y las restricciones que están soportando las entidades locales. 
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3. Gráfico: Total gasto público según los capítulos de la clasificación económica de gasto a nivel nacional 

 
Fuente: SIELOCAL, Gasto público por habitante según capítulos de gasto, ejercicios 2009. 

La reducción del capítulo VI de Inversiones reales, lejos de ser puntual lleva más de un 

sexenio en cifras bajas y ello, repercute negativamente en la calidad de los servicios y, en general, 

incrementa el deterioro y los costes de mantenimiento y reparación de los inmovilizados. De hecho, 

fomenta la venta y la privatización de los inmovilizados y reduce significativamente la capacidad de 

actuación de los ayuntamientos. Teniendo en cuenta las medidas impulsadas por la Ley de 

racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, que en su preámbulo manifiesta muy 

claramente su voluntad: “para favorecer la iniciativa económica privada se limita el uso de 

autorizaciones administrativas para iniciar una actividad económica a casos en los que su necesidad 

y proporcionalidad queden claramente justificadas” (Jiménez Asensio, Ribes Caballer 2014), estas 

seguirán siendo las condiciones en las que se encontrarán las inversiones de entidades locales en 

los siguientes ejercicios. 
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4. Gráfico: Evolucion temporal del indice de inversiones por habitante de los ayuntamientos por CCAA. 

  
Fuente: SIELOCAL, Gasto público por habitante según capítulos de gasto, ejercicios 2009. 

b. Coste Efectivo de los Servicios de las Entidades Locales CESEL 

La Orden HAP/2075/2014, de 6 de noviembre, por la que se establecen los criterios de 

cálculo del coste efectivo de los servicios prestados por las entidades locales, prevé la utilización 

de determinados capítulos de la liquidación del presupuesto general y, en su caso, de las cuentas 

anuales aprobadas de las entidades vinculadas o dependientes, correspondiente al ejercicio 

inmediato anterior. Dicho coste se define como el resultado de la agregación de costes directos, 

exclusivamente asociados a cada servicio, y de los costes indirectos. El artículo 4 establece que el 

gasto directo imputable a un servicio se calculará, en los casos de las entidades locales, y 

organismos y entidades dependientes o vinculados sujetos a presupuesto limitativo, mediante la 

agregación de gastos de personal, gastos corrientes en bienes y servicios y gastos derivados de la 

amortización de inversiones. En cuanto a los gastos indirectos, el artículo 5 sugiere que los gastos 

recogidos en grupos de programas relativos a la Administración General se imputen 

proporcionalmente a cada grupo de programas o programa atendiendo a su volumen de gasto, se 

consignarán los importes de los grupos de programas 130, 150, 170, 320, 330, 340, 420, 440, 450 



17 

y 920. 

La muestra está compuesta por las tres comunidades autónomas que mayor número de 

municipios tiene en el estrato de 10.001 a 50.000 habitantes, esto es, Andalucía 124, Cataluña 98 

y Comunidad Valenciana 85, una muestra representativa de más de un 50% de este estrato. 

  Total 
Menos de 

1,000 
habitantes 

De 1.001 
a 10.000 

habitantes 

De 10.001 
a 50.000 

habitantes 

De 50.001 
a 100.000 
habitantes 

Más de 
100.000 

habitantes 

Andalucía 785  219  413  124  17  12  
Cataluña 947  487  339  98  12  11  
Comunidad Valenciana 542  225  217  85  11  4  
Subtotal Muestra 2.274  931  969  307  40  27  

% 28% 19% 41% 51% 47% 43% 
Total 8.131  5.002  2.376  605  85  63  

 

La información disponible en el Portal Institucional del Ministerio de Hacienda, presenta la 

información relativa a los servicios de prestación obligatoria y de competencias propias, 

diferenciando según lo preste la Entidad Principal o alguna de sus entidades dependientes / 

vinculadas. Para realizar el estudio se ha limitado la muestra: por una parte, se han utilizado 

únicamente como entidades locales principales los ayuntamientos y, por otra parte, se han filtrado 

únicamente los Servicios Públicos Básicos (Área de Gasto 1). Los ayuntamientos han 

cumplimentado todos los servicios que hayan prestado como entidades locales principales, bien de 

forma directa por la entidad o por una entidad dependiente o vinculada, o bien de forma indirecta a 

través de concesión, por concierto o por sociedad de economía mixta. De este modo, el formato de 

los datos recoge y diferencia los dos tipos de contabilidad pública y empresarial y si la gestión ha 

sido de forma directa e indirecta. 

A continuación, se presentan tres gráficos que muestran los servicios básicos ofrecidos por 

los ayuntamientos de Andalucía como entidades principales, diferenciando los servicios de 

prestación obligatoria y los de competencias propias. En esta primera aproximación se observan 

fácilmente una serie de erratas. La primera y la más notable se refiere al gasto de 

contraprestaciones de la gestión indirecta de servicios de prestación obligatoria del 2015, una cifra 

de 55.064 millones de euros cuando el coste efectivo del resto de los tres ejercicios es de poco más 



18 

de 2.000 millones de euros. Se trata del servicio de Abastecimiento domiciliario de agua potable del 

municipio de Marmolejo de la provincia de Jaén (7.000 habitantes) cuyo coste erróneo asciende a 

54.524 millones de euros.  

5. Gráfico: Andalucía: Coste efectivo, servicios basicos prestados por ayuntamientos como entidades 
principales 

 
6. Gráfico: Andalucía: Coste efectivo servicios de prestación obligatoria 

  
Fuente: Elaboración propia a partir de datos obtenidos en CESEL, 2014-2017. 

La segunda, se refiere a los gastos de personal de servicios de competencias propias del 

2017 de Andalucía, casi 3.000 millones de euros cuando el resto de los tres años el coste efectivo 

rondaba los 1.100 millones de euros. Según la información publicada por el Ministerio de Hacienda, 

en el municipio de Carmona de la provincia de Sevilla (28.000 habitantes), el gasto de personal del 

servicio básico (132) Policía local es de 2.286.360.810€. Se trata, indiscutiblemente, de una errata 

ya que la cifra supera el total del gasto público de los ayuntamientos de la provincia de Sevilla. 

7. Gráfico: Andalucía: Coste efectivo servicios de competencias propias 
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos obtenidos en CESEL, 2014-2017. 

Tanto la muestra de Cataluña como la muestra de la Comunidad Valenciana presentan unos 

picos muy similares. En referencia a los servicios de competencias propias, en Cataluña destacan, 

por una parte, los costes indirectos de la contabilidad pública de 2014, en concreto, el municipio de 

Puigcerdà de la provincia de Girona (9.000 habitantes), según información publicada por el 

ministerio, gastó en el Acceso a los núcleos de población 3.152 millones de euros. Por otra parte, 

el gasto corriente del 2017 pasa de 101.856.088 € en 2016 a 262.252.640 € en 2017, 

concretamente, Hospitalet de Llobregat de la provincia de Barcelona (260.000 habitantes) gastaría 

en Tráfico, estacionamiento de vehículos y movilidad 151.650.017€, justamente la diferencia a la 

que se hace referencia.  

8. Gráfico: Cataluña: Coste efectivo servicios de competencias propias 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos obtenidos en CESEL, 2014-2017. 

Por su parte, en la Comunidad Valenciana destacan algunos importes en números relativos, 
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como los arrendamientos financieros, las transferencias y los costes indirectos, pero los datos, en 

general, muestran unas posiciones más estables en los servicios públicos básicos en comparación 

con Andalucía y Cataluña. Tanto es así que se han revisado otras áreas de gasto para ver si hay 

diferencias notables entre los datos publicados de las diferentes comunidades autónomas. Así, se 

ha encontrado al menos una errata sobresaliente en 2014, en la producción de bienes públicos de 

carácter preferente, concretamente en el ayuntamiento de Benifairó de la Valldigna de la provincia 

de Valencia (1.600 habitantes), este ayuntamiento gastaría en el gasto corriente de Conservación, 

mantenimiento y vigilancia de los edificios de titularidad local destinados a centros públicos de 

educación infantil, de educación primaria o de educación especial (323/324/320P) 924.295.000€. 

Por lo que se descarta la idea de que las comunidades autónomas hayan revisado estas cuentas. 

9. Gráfico: Comunidad Valenciana: Coste efectivo servicios de competencias propias 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos obtenidos en CESEL, 2014-2017. 

Entendemos que es procedente traer a colación la nota metodológica en la que se subraya 

que la información que se publica ha sido facilitada por las propias entidades locales sin que se 

pueda considerar validada por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y que su 

función se limita a publicar la información recibida, siendo las propias Entidades Locales las 

responsables de los datos facilitados, y, en su caso, de las inconsistencias que estos pudieran 

contener. De este modo, aunque sería relativamente fácil identificar y eliminar o modificar los picos 

que resaltan con tanta evidencia, existe una alta probabilidad de que haya otro tipo de erratas más 
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sutiles, que no sobresalgan o, incluso, datos correctos que, por cambios de las condiciones en las 

que se haya prestado el servicio, hayan cambiado de modo sobresaliente, por ejemplo, el caso de 

un servicio que pase de ser prestado de forma directa a ser prestado de forma indirecta a través de 

concesión, por concierto o por sociedad de economía mixta o al revés. Del mismo modo, es 

procedente insistir en que la LBRL en su artículo 26 establece que en los municipios con población 

inferior a 20.000 habitantes será la Diputación provincial la que coordinará la prestación y, cuando 

el municipio justifique que puede prestar estos servicios con un coste efectivo menor, el municipio 

podrá asumir la prestación y coordinación de estos servicios si la Diputación lo considera acreditado. 

La composición de los costes de los servicios no debe seguir necesariamente una pauta 

concreta, ni siquiera en la misma entidad local, ya que está supeditada a la forma de gestión, a la 

forma de prestar el servicio y a la calidad con la que se quiera prestar el servicio. Estas 

características varían en función de las decisiones tomadas por los responsables de las entidades 

locales. De este modo, la coexistencia de datos correctos con datos incorrectos, como los que se 

acaban de exponer, contaminan la información publicada y obstaculizan e impiden obtener lecturas 

concluyentes.  

Siguiendo uno de los ejemplos anteriores, considerando el informe de SIELOCAL sobre el 

Gasto público por habitante según las áreas de gasto, en la Comunidad Autónoma de Andalucía el 

gasto público de servicios públicos básicos por habitante en el ejercicio 2017 es de 401,63€ y, en 

concreto, el municipio de Carmona (28.000 habitantes) tiene un gasto del mismo servicio de 388,68€ 

por habitante. En cambio, resulta que, en el cálculo del coste efectivo el gasto de personal del 

servicio de Policía local es de 2.286.360.810€, supero por si solo el coste por habitante y desvía 

todos los indicadores a analizar. De todos modos, ante los hechos expuestos en las tres 

comunidades autónomas y en los distintos ejercicios, lo que se plantea es la incertidumbre de 

cuántas serán las erratas que estarán acumuladas en estas bases de datos. 

4. Conclusiones 

Las conclusiones se agrupan en dos apartados: 
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a. Conclusiones vinculadas al objetivo de la transparencia 

El preámbulo de la Orden HAP/2075/2014, por la que se establecen los criterios de cálculo 

del coste efectivo de los servicios prestados por las entidades locales, indica que la aplicación de 

los criterios básicos relativos al coste efectivo son un ejercicio destinado a cumplir los 

requerimientos de la Ley 19/2013 de transparencia, como un instrumento esencial de profundización 

y regeneración democrática. A su vez, las características de la transparencia indican que será 

necesario que la información sea relevante y fiable y, tal y como cita el PGC2007, la información es 

fiable cuando está libre de errores materiales y es neutral, es decir, está libre de sesgos y los 

usuarios pueden confiar en que es la imagen fiel de lo que pretende representar.  

Por lo cual puede concluirse, en la línea de algunos estudios citados, que la información 

sobre los costes efectivos de los servicios de las Entidades Locales disponible en el Portal 

Institucional del Ministerio de Hacienda no cumple los requisitos mínimos de transparencia. Es 

necesario y urge, por tanto, que se adopten, de un lado, medidas de control para sanear y 

descontaminar la información publicada disponible y, de otro lado, para que la nueva información 

suministrada cumpla los mínimos de fiabilidad y no sea contaminada por la información de ejercicios 

anteriores.  

De este modo, cobra sentido tratar de analizar la evolución de los costes de los servicios y 

sus indicadores, así como fomentar una mayor participación ciudadana, opinando, debatiendo, 

preguntando y proponiendo ideas e iniciativas para que sean valoradas por la ciudadanía. Y todo 

ello en aras a un fortalecimiento de la democracia y la responsabilidad compartida. Con la calidad 

de la información actualmente existente, cualquier intento analítico en este sentido resultaría estéril. 

Del análisis realizado puede concluirse la conveniencia de publicar los costes efectivos de 

todos los servicios que prestan las entidades locales a nivel de programa, de modo que pudiera ser 

más sencillo contrastar los datos de gastos de personal y corrientes con los presupuestos, así como 

diferenciar con mayor adecuación los gastos de administración general. 

b. Conclusiones vinculadas al cálculo del coste efectivo 
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Los criterios de cálculo del coste efectivo se basan en la información presupuestaria, 

mediante la agregación de gastos de personal, gastos corrientes y gastos derivados de la 

amortización de inversiones. Además, estos criterios de cálculo del coste efectivo tendrán en cuenta 

los costes indirectos, entendiendo como tales los gastos recogidos en grupos de programas 

relativos a la Administración General.  

Esto supone conocer el coste de los servicios prestados, aunque sea de forma simplificada 

y con alto nivel agregado, y realizar comparaciones de interés tanto en el ámbito espacial como 

temporal que nos conduzcan a conclusiones o sirvan de referencia sobre su comportamiento en la 

gestión eficiente. Del mismo modo, el coste efectivo del servicio puede servir de base para realizar 

un estudio más avanzado de los costes de los servicios que se consideren necesarios, como pueden 

ser los servicios sujetos a tasas y precios públicos prestados por entidades locales de menos de 

50.000 habitantes. 

Al mismo tiempo, es necesario tomar en consideración que la información presupuestaria es 

anual, por lo tanto, no es un coste útil para la gestión operativa, que precisa una información más 

actual, bien sea mensual o bien trimestral. Tampoco se exige un alto nivel de segregación de los 

servicios y, además, las entidades locales de menos de 5.000 habitantes pueden presentar y 

ejecutar sus presupuestos a nivel de área de gasto (1 dígito) de la clasificación por programas, lo 

que dificulta sobremanera la segregación de los servicios para el cálculo de los costes efectivos. A 

este respecto, sería importante separar en las políticas de gasto de bienestar comunitario, por una 

parte, los gastos generales de administración y dirección del servicio y, por otra parte, los gastos 

operativos. 

En definitiva, el coste efectivo es un coste básico, sencillo de calcular y muy útil en entidades 

de menos de 50.000 habitantes. Resulta, asimismo, relativamente equilibrado, ya que puede servir 

de base para estudios más avanzados, y, a su vez, puede ser suficiente para los servicios que no 

lo requieran y exige un poco más a entidades de menos de 5.000 habitantes. En definitiva, la 

transparencia mejoraría cualitativamente si se produjera un control sobre la información publicada. 
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